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Sección de comentarios jurisprudenciales 

 

El pago voluntario de la sanción administrativa pecuniaria supone la acepta-

ción de la responsabilidad imputada en la denuncia, así como de los hechos 

contenidos en la misma cuya acreditación no podrá ser cuestionada en vía 

contencioso administrativa. Sentencia del Tribunal Supremo núm. 232/2021 

de 18 de febrero.

 

Introducción 

El pasado 18 de febrero de 2021 se 

dictó por el Tribunal Supremo Sen-

tencia a los efectos de interpretar el 

artículo 85 de la Ley 39/2015 de la 

Ley del Procedimiento Administra-

tivo Común (en adelante LPAC), re-

lativo a la reducción de la sanción 

administrativa para los casos de 

pago voluntario con anterioridad a la 

resolución del expediente, así como 

para el caso del reconocimiento de su 

responsabilidad por el infractor.  

Concretamente, la cuestión que ana-

liza y resuelve el Tribunal versa so-

bre la posibilidad de que, haciendo 

uso de la reducción de la cuantía de 

la sanción por medio de su pago vo-

luntario o reconocimiento de la res-

ponsabilidad sancionadora, pueda 

interponerse contra la resolución re-

sultante recurso contencioso admi-

nistrativo.  

Breve planteamiento de la cues-

tión en términos generales 

La cuestión ahora planteada no es 

nueva ni la introduce la LPAC de 

2015, sino que ya se había planteado 

en regulaciones sectoriales, siendo la 

primera o, al menos, la más rele-

vante, la del marco Tributario, intro-

duciéndose por el Reglamento San-

cionador Tributario del año 1998 la 

posibilidad de aceptar la propuesta 

de regularización de la Administra-

ción con una reducción para el obli-

gado tributario de la sanción y limi-

tando la posibilidad de recurso so 

pena de perder la reducción operada.  

En este ámbito, la regulación vino 

precedida de una aquiescencia del 

Tribunal Constitucional respecto de 

tal idea. Concretamente, la senten-

cia del Tribunal Constitucional núm. 

76/1990 de 26 de abril señaló al res-

pecto: la Ley no obliga al contribu-

yente a prestar su conformidad, ni 
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impide tampoco que, una vez pres-

tada ésta, se puedan ejercitar las ac-

ciones de impugnación. Pero es ló-

gico, aunque la Ley no lo diga, que si 

se impugna la liquidación y la co-

rrespondiente multa, en cuya deter-

minación se ha tenido en cuenta por 

la Administración la conformidad a 

la propuesta de liquidación de la 

deuda tributaria, deje entonces de 

operar ese criterio y su efecto de dis-

minución de la cuantía. Mantener la 

conformidad es, pues, una facultad -

no una obligación, ni siquiera un de-

ber- para conservar el beneficio de su 

consideración como un elemento más 

en la graduación in melius de la 

cuantía de la sanción pecuniaria. 

Siendo esta solución razonable y sa-

tisfactoria a los efectos de tal regula-

ción tributaria, la cuestión vuelve a 

plantearse en el año 2009 con la re-

forma de la Ley de Tráfico y Seguri-

dad Vial, que introduce el procedi-

miento sancionador abreviado. 

Esta regulación configura un proce-

dimiento específico (según la Exposi-

ción de Motivos de esta Ley 18/2009 

equiparable al juicio rápido penal) 

con tres elementos definitorios fun-

damentales consistentes en el pago 

voluntario anticipado, la finalización 

anticipada del procedimiento y la fi-

nalización de la vía administrativa. 

Ello supone un cambio sustancial 

respecto del marco Tributario, no 

siendo de aplicación la solución del 

Tribunal Constitucional, toda vez 

que en este caso se elimina de forma 

automática la vía administrativa, 

manteniendo únicamente la vía 

jurisdiccional, pero sin dar res-

puesta al alcance de dicha posibili-

dad de recurso.  

En relación con esta cuestión (que no 

deja de ser la ahora planteada) la so-

lución jurisprudencial mayoritaria 

(dentro de la escasez de pronuncia-

mientos), ha sido la admisión de los 

recursos contencioso administrati-

vos, pero con una limitación amplí-

sima de su carácter revisorio a me-

ras cuestiones formales.  

 

Siguiendo la línea de la Ley de Trá-

fico y Seguridad Vial, se introduce, 

en lo que ahora interesa, el artículo 

85 de la LPAC del año 2015.  

De la lectura de este artículo resulta 

que la cuestión que ahora se plantea 

no deja de ser la misma que se man-

tiene sin solución contundente desde 

hace años, esto es, el alcance de la li-

mitación al recurso contencioso ad-

ministrativo en caso de aceptación 

de la reducción de la sanción en vía 

administrativa.  

 

Pronunciamiento del Tribunal 

Supremo 

Una vez expuesto el planteamiento 

de la cuestión, procede exponer la 

doctrina sentada por el Tribunal Su-

premo. Los antecedentes se limitan 

a una sanción impuesta al Banco Po-

pular Español por la infracción del 

artículo 4.3 de la Ley Orgánica de 

Protección de Datos, que es recu-

rrida por el mismo, primero ante la 
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Sala de lo Contencioso Administra-

tivo de la Audiencia Nacional, que 

desestima su recurso y, posterior-

mente, en casación, siendo admitido 

el mismo para resolver si la renuncia 

a acciones o recursos a la que se re-

fiere el artículo 85 de la LPAC 

abarca únicamente a la vía adminis-

trativa, o también a la vía judicial. 

La respuesta del Tribunal Supremo 

es contundente en cuanto a la posi-

bilidad de recurso aun cuando se 

haya optado por la posibilidad del 

pronto pago, señalando: 

 Dada la claridad de la redacción del 

precepto mencionado, basta su sim-

ple lectura para constatar que no 

cabe alcanzar otra conclusión que no 

sea la de entender que la renuncia o 

el desistimiento que se exigen en el re-

ferido precepto para poder benefi-

ciarse de las reducciones en el im-

porte de la sanción se proyectan 

única y exclusivamente sobre las ac-

ciones o recursos contra la sanción a 

ejercitar en la vía administrativa y 

no en la judicial.  

La doctrina es clara, no existe una li-

mitación a la vía contencioso admi-

nistrativa por el hecho del pago vo-

luntario o la asunción de la respon-

sabilidad con la consecuente reduc-

ción de sanción que establece el ar-

tículo 85 de la LPAC. 

No obstante lo anterior, el Tribunal 

Supremo, en sentido similar a la es-

casa jurisprudencia sobre el procedi-

miento abreviado de la Ley de Trá-

fico, matiza el alcance del recurso y 

así, siguiendo la doctrina de los actos 

propios, establece un régimen res-

trictivo para permitir conocer de los 

elementos objetivos y subjetivos de 

la sanción. Señala el Tribunal Su-

premo:  

Esto es, aunque el sujeto renunciante 

pueda impugnar en vía jurisdiccio-

nal la resolución sancionadora, para 

que dicha impugnación pueda tener 

éxito tendrá que proporcionar al juz-

gador una sólida explicación que jus-

tifique cumplidamente el motivo por 

el que, habiendo asumido primera-

mente su responsabilidad por la in-

fracción cometida -que conlleva el re-

conocimiento de la concurrencia de 

los elementos objetivo y subjetivo de 

la infracción, es decir, de su partici-

pación en los hechos tipificados y de 

su culpabilidad-, después, en vía ju-

dicial, sostiene la inexistencia de la 

infracción, negando la concurrencia 

de los mencionados elementos consti-

tutivos de la infracción y eviden-

ciando así un comportamiento proce-

sal notoriamente contradictorio. 

 

Breve comentario 

Desde nuestro punto de vista, el Tri-

bunal Supremo es claro y contun-

dente respecto de la posibilidad de 

recurrir en vía contenciosa adminis-

trativa las sanciones administrati-

vas aun cuando el administrado 

haya aceptado la posibilidad de re-

ducción establecida en el artículo 85 

de la LPAC. Sin embargo, aun 

cuando mantiene su contundencia, 

es mucho menos claro en cuanto a 



4 
 

las limitaciones en el conocimiento 

de dicho recurso.  

Fundamentalmente, porque no 

niega la efectiva potestad para en-

trar a conocer de dichos hechos, pero 

supedita tal conocimiento a que con-

curra una “sólida explicación que 

justifique el motivo de aceptación de 

su responsabilidad”, expresión cier-

tamente indeterminada que no per-

mite establecer una forma de actua-

ción unitaria por los Tribunales infe-

riores. Y ello respecto de una cues-

tión que, como vimos, no solo afecta 

a los procedimientos sometidos al ré-

gimen común, sino cada vez más a 

regulaciones sectoriales.  

Ello conduce, lejos de solucionar la 

cuestión, a mantener una situación 

similar a la existente, o incluso más 

gravosa para el administrado (a pe-

sar de reconocer su derecho a la tu-

tela judicial efectiva).  

Así, el recurso contencioso adminis-

trativo corre el riesgo de convertirse 

en un mero trámite hacia su desesti-

mación automática sin entrar a co-

nocer del fondo; lo cual supone que 

de ninguna manera pueda 

entenderse que se cubra el contenido 

mínimo de la tutela judicial efectiva. 

Quiere decirse con ello que al Tribu-

nal Supremo se le planteaba una 

cuestión que trascendía de la mera 

admisión o inadmisión del recurso 

contencioso, requiriendo la cuestión 

un pronunciamiento real sobre el al-

cance de la aceptación de unos he-

chos en vía administrativa respecto 

del recurso contencioso administra-

tivo, respuesta que no da. 

En consecuencia, entendemos que el 

Tribunal Supremo no resuelve la 

cuestión que se plantea, limitándose 

a dar una salida cómoda para, a pe-

sar de reconocerse expresamente el 

acceso a la jurisdicción, la misma se 

limite a desestimar el recurso sin en-

trar a conocer no ya de los hechos, 

sino de las propias garantías que ri-

gen el procedimiento ni de la califi-

cación jurídica de los propios hechos 

considerados reconocidos, toda vez 

que, según parece afirmar el Tribu-

nal, la aceptación de la reducción su-

pone la asunción en toda su ampli-

tud de la responsabilidad imputada 

en la denuncia. 
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